	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrada Ponente: LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO
Expediente N° 05-1103

El 24 de mayo de 2005, el abogado Justo Morao Rosas, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el N° 3.316, actuando en su carácter de apoderado judicial del ciudadano PEDRO PABLO BRITO, titular de la cédula de identidad N° 1.634.349, presentó escrito mediante el cual interpuso solicitud de revisión constitucional de la sentencia dictada el 2 de diciembre de 2004, por la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia, mediante la cual la referida Sala declaró “1º SIN LUGAR el recurso de hecho; y, 2º INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad, interpuestos ambos recursos por la parte actora contra la sentencia de fecha 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta (…)” y “Dada la reiterada doctrina de es[a] Sala, se conside[ró] que en es[e] caso se configura[ba] uno de los supuestos contenidos en el último aparte del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, la interposición maliciosa del recurso. En consecuencia, se im[puso] al recurrente multa de sesenta unidades tributarias (60 U.T.)”.

.

En virtud de la reconstitución de la Sala y elegida su nueva Directiva, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia quedó integrada de la siguiente manera: Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño, Presidenta; Magistrado Jesús Eduardo Cabrera Romero, Vicepresidente y, los Magistrados Pedro Rafael Rondón Haaz, Luis Velázquez Alvaray, Francisco Antonio Carrasquero López, Marcos Tulio Dugarte Padrón y Carmen Zuleta de Merchán.

El 26 de mayo de 2005, se dio cuenta en Sala y se designó como ponente a la Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

Realizado el estudio individual de las actas que conforman el presente expediente, esta Sala observa: 

I

ANTECEDENTES

El ciudadano Pedro Pablo Brito, interpuso demanda por cobro de prestaciones sociales contra la empresa Complejo Vacacional Brisamar, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta.


Dicho Juzgador declaró con lugar la referida demanda, condenando a la empresa a pagar la cantidad de Bs. 24.073.026, por los conceptos reclamados.


Apelada la anterior decisión, el Tribunal Superior del Trabajo del Estado Nueva Esparta, revocó la decisión de primera instancia y declaró parcialmente con lugar la demanda, condenando a la empresa a pagar la cantidad de Bs. 2.714.786,67.


El 19 de julio de 2004, el solicitante ejerció recurso de casación conjuntamente con recurso de control de la legalidad contra la anterior decisión.


El 4 de agosto de 2004, el Tribunal Superior del Trabajo del Estado Nueva Esparta, negó la admisión de recurso de casación y, en cuanto al recurso de control de la legalidad lo admitió.


El 5 de agosto de 2004, el apoderado judicial del actor recurrió de hecho contra la negativa de admitirle el recurso de casación.


El 11 de agosto de 2004, el Juzgado Superior de marras ordenó remitir tanto el recurso de hecho presentado como el recurso de control de la legalidad, a la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia a los efectos de los pronunciamientos correspondientes.


El 18 de agosto de 2004, fue recibido por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, el respectivo expediente.

El 2 de diciembre de 2004, la referida Sala declaró “(…) 1º SIN LUGAR el recurso de hecho; y, 2º INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad, interpuestos ambos recursos por la parte actora contra la sentencia de fecha 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta (…)” y “Dada la reiterada doctrina de es[a] Sala, se conside[ró] que en es[e] caso se configura[ba] uno de los supuestos contenidos en el último aparte del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, la interposición maliciosa del recurso. En consecuencia, se im[puso] al recurrente multa de sesenta unidades tributarias (60 U.T.). Se orde[nó] al Tribunal de la causa expedir la correspondiente planilla de liquidación, para ser pagada en una Oficina Receptora de Fondos Nacionales, dependiente del Ministerio de Finanzas”.

El 24 de mayo de 2005, el abogado Justo Morao Rosas, actuando en su carácter de apoderado judicial del ciudadano Pedro Pablo Brito, presentó escrito mediante el cual interpuso solicitud de revisión constitucional contra la sentencia dictada el 2 de diciembre de 2004, por la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia.

II

DE LA SOLICITUD DE REVISIÓN


La parte actora expuso en su solicitud lo siguiente:

Que “(…) interpo[ne] RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN, contra la sentencia N° 04-1559 de fecha 2 de diciembre de 2004, dictada por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia que declaró inadmisible el recurso de control de la legalidad interpuesto por mi representado como parte actora en el juicio de cobro de prestaciones sociales seguido contra la empresa COMPLEJO VACACIONAL BRISAMAR, contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta de fecha 21 de junio de 2004, e impuso al trabajador una multa de sesenta unidades tributarias (…)” (Mayúsculas del original).


Que el trabajador Pedro Pablo Brito, interpuso demanda por cobro de prestaciones sociales contra la empresa Complejo Vacacional Brisamar, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta.

Que dicho Juzgador declaró con lugar la referida demanda, condenando a la empresa a pagar la cantidad de Bs. 24.073.026, por los conceptos reclamados.


Que “(…) apelada la decisión, el Tribunal Superior del Trabajo del Estado Nueva Esparta, revocó la decisión de primera instancia y declaró parcialmente con lugar la demanda, condenando a la empresa a pagar la cantidad de Bs. 2.714.786,67”.


Que por estas razones ejerció recurso de casación contra un fallo que consideró injusto y antijurídico y también interpuso recurso de control de la legalidad.


Que remitido el expediente a la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, fue declarado inadmisible, no obstante tratarse de un recurso establecido en el ordenamiento jurídico venezolano, con la gravedad del caso que se le impuso al recurrente una multa, por haber hecho uso de tal recurso.


Que “(…) con todo respeto y consideración que nos merece la Sala de Casación Social por la gran labor que está cumpliendo en materia laboral, lamentablemente en la sentencia de nuestro representado se incurrió en violación de garantías y principios constitucionales, específicamente con la violación del artículo 26 referente al acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva, con el artículo 49 (…) tocante a la defensa (…)”.

Que la Sala de Casación Social en su sentencia N° 1.559 del 2 de diciembre de 2004, violó principios de rango constitucional de forzoso cumplimiento como lo son el acceso a la justicia, a la tutela judicial efectiva y el derecho al debido proceso, al declarar inadmisible un medio de defensa oportunamente ejercido y garantizado por el Texto Constitucional; ocasionándole con la negativa de admitir el recurso interpuesto una irreparable lesión a sus derechos laborales, que también son garantías constitucionales.


Que su representado cumplió con las exigencias de ley para tener acceso al recurso de control de la legalidad y por lo tanto, el derecho a que su causa fuese conocida y decidida en el fondo por la Sala de Casación Social, sin embargo este recurso le fue negado, violándose en consecuencia las garantías constitucionales de acceso a la justicia, a la tutela judicial efectiva y al debido proceso.

Que la sentencia dictada por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia N° 1.559 del 2 de diciembre de 2004, adolece del vicio de inmotivación que acarrea la nulidad del fallo por infringir normas y principios constitucionales contenidos en los artículos 26, 49 y 257 de la Carta Magna.


Que “En la sentencia objeto de revisión, la inmotivación se materializó por la carencia de fundamentos necesarios para sostener el criterio expuesto por la Sala de Casación Social al considerar que el Juez Superior del Trabajo no incurrió en violación de los artículos denunciados en el recurso de control de la legalidad, ya que no se mencionan los elementos donde se fundamenta el recurso, ni se indica bajo que supuesto se apoya la Sala de Casación Social para llegar a tal conclusión”.


Que solicita la nulidad de la decisión de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia que declaró inadmisible sin motivación alguna el recurso de control de la legalidad incoado por el solicitante, y adicionalmente solicita medida cautelar innominada, a los efectos de que se ordene al Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta, suspender la ejecución del fallo dictado por la Sala de Casación Social.

III

DE LA SENTENCIA OBJETO DE REVISIÓN

Mediante sentencia Nº 1.559 del 2 de diciembre de 2004, dictada por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, se declaró “1º SIN LUGAR el recurso de hecho; y, 2º INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad, interpuestos ambos recursos por la parte actora contra la sentencia de fecha 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta (…)” y “Dada la reiterada doctrina de es[a] Sala, se conside[ró] que en es[e] caso se configura[ba] uno de los supuestos contenidos en el último aparte del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, la interposición maliciosa del recurso. En consecuencia, se im[puso] al recurrente multa de sesenta unidades tributarias (60 U.T.)”, con fundamento en las siguientes consideraciones: 

“RECURSO DE HECHO

De conformidad con la sentencia proferida por esta Sala de Casación Social Nº 763 de fecha 1º de diciembre de 2003, aquellos juicios en los cuales se hubiere dictado sentencia en segunda instancia con anterioridad a la implementación de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se tramitarán de conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Civil, y las que sean dictadas con posterioridad a esa fecha, se regirán por las disposiciones de la nueva Ley, todo ello en aras de la seguridad jurídica de las partes en litigio. 

En el caso examinado, la sentencia fue dictada el 21 de junio de 2004, posterior a la implementación de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo realizada el 6 de agosto de 2003, en la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta, razón por la cual, es necesario examinar los requisitos de admisibilidad del recurso de casación de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

La demanda fue estimada en la cantidad de dieciséis millones seiscientos dieciséis (sic) mil seiscientos cuarenta y cinco bolívares (Bs. 16.617.645,00), monto que no alcanza la cantidad de tres mil (3.000) unidades tributarias, setenta y cuatro millones cien mil bolívares (Bs. 74.100.000,00), para la fecha en la que fue dictada la sentencia definitiva de segunda instancia, que es el monto mínimo requerido para su admisibilidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por lo que el recurso de casación es inadmisible e improcedente el de hecho.

RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

Dispone el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, que el Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social podrá, a solicitud de parte, conocer de aquellos casos emanados de los Tribunales Superiores del Trabajo, que aun y cuando no fueran recurribles en casación, sin embargo, violenten o amenacen con violentar las normas de orden público o cuando la sentencia recurrida sea contraria a la reiterada doctrina jurisprudencial de dicha Sala de Casación. 

Esta Sala de Casación Social en decisión de fecha 12 de diciembre de 2002, expresó que aun cuando los requisitos de admisibilidad se cumplan ‘corresponde a esta Sala de Casación Social restringir, atendiendo a la potestad discrecional conferida por el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal Laboral, la admisibilidad de dicho recurso, cuando se hallen violentadas o amenazadas disposiciones de orden público o la jurisprudencia reiterada de la Sala’.

Por tanto, se refiere la Sala a que la admisibilidad del recurso se restringe a situaciones donde la violación o amenaza son de tal entidad, que resulte alterada la legalidad de la decisión o proceso sujeto a revisión. De allí, que se trate entonces, de violaciones categóricas del orden legal establecido, que en definitiva, transgredirían el Estado de Derecho, o de aquellas decisiones que contravengan la reiterada doctrina jurisprudencial de esta Sala de Casación Social, pues, ésta se contrae fundamentalmente entre otras, a preservar la uniformidad de la jurisprudencia laboral.

En el caso concreto señala el recurrente en su solicitud, que la sentencia recurrida violó normas de orden público al incurrir la Alzada en error de juzgamiento violando su conducta el artículo 68 de la antigua Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo (hoy artículo 135 de la Ley Procesal del Trabajo), los artículos 3°, 10 y 59 de la Ley Orgánica del Trabajo, al incurrir la jueza en contradicción al no parecer que fue lo decidido en la parte dispositiva de la sentencia, viciando la misma de nulidad de conformidad con el artículo 160, ordinal 3° de la Ley Procesal del Trabajo y el artículo 165 eiusdem al producirse la decisión noventa y un (91) días después de haber sido fijado el juicio para sentenciar, lo cual luego de un examen exhaustivo, considera esta Sala que el juez no incurrió en violación de los artículos denunciados, razón por la cual la recurrida no incurre en violaciones del orden legal establecido que en definitiva transgredirían el Estado de Derecho.

En consecuencia, se declara inadmisible el recurso de control de la legalidad.

…omissis…

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º SIN LUGAR el recurso de hecho; y, 2º INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad, interpuestos ambos recursos por la parte actora contra la sentencia de fecha 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta.

…omissis…

Dada la reiterada doctrina de esta Sala, se considera que en este caso se configura uno de los supuestos contenidos en el último aparte del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, la interposición maliciosa del recurso. En consecuencia, se impone al recurrente multa de sesenta unidades tributarias (60 U.T.). Se ordena al Tribunal de la causa expedir la correspondiente planilla de liquidación, para ser pagada en una Oficina Receptora de Fondos Nacionales, dependiente del Ministerio de Finanzas”.

IV

  DE LA COMPETENCIA

Debe esta Sala determinar su competencia para conocer la presente solicitud de revisión y al respecto observa que conforme lo establece el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la Sala Constitucional tiene atribuida la potestad de “(…) revisar las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional y de control de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas dictadas por los tribunales de la República, en los términos establecidos por la ley orgánica respectiva (…)”.

 

Por su parte, el artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, dispone:

 

“(…) Es de la competencia del Tribunal Supremo de Justicia como más alto Tribunal de la República.

4. Revisar las sentencias dictadas por una de las Salas, cuando se denuncie fundadamente la violación de principios jurídicos fundamentales contenidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Tratados, Pactos o Convenios Internacionales suscritos y ratificados válidamente por la República, o que haya sido dictada como consecuencia de un error inexcusable, dolo, cohecho o prevaricación; asimismo podrá avocarse al conocimiento de una causa determinada, cuando se presuma fundadamente la violación de principios jurídicos fundamentales contenidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Tratados, Pactos o Convenios Internacionales suscritos y ratificados válidamente por la República, aun cuando por razón de la materia y en virtud de la ley, la competencia le esté atribuida a otra Sala (…)”.
 

Asimismo, en el fallo N° 93 del 6 de febrero de 2001 (caso: “Corpoturismo”), esta Sala determinó su potestad extraordinaria, excepcional, restringida y discrecional, de revisar las siguientes decisiones judiciales: 

 

“(…) 1. Las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional de cualquier carácter, dictadas por las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia y por cualquier juzgado o tribunal del país.

2. Las sentencias definitivamente firmes de control expreso de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas dictadas por los tribunales de la República o las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia. 

3. Las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Tribunal o por los demás tribunales o juzgados del país apartándose u obviando expresa o tácitamente alguna interpretación de la Constitución contenida en alguna sentencia dictada por esta Sala con anterioridad al fallo impugnado, realizando un errado control de constitucionalidad al aplicar indebidamente la norma constitucional. 

4. Las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Tribunal o por los demás tribunales o juzgados del país que de manera evidente hayan incurrido, según el criterio de la Sala, en un error grotesco en cuanto a la interpretación de la Constitución o que sencillamente hayan obviado por completo la interpretación de la norma constitucional. En estos casos hay también un errado control constitucional (…)”.

 

Ahora bien, por cuanto, en el caso de autos, se pidió la revisión de un fallo que emanó de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, esta Sala declara su competencia para el conocimiento de la misma. Así se decide.

V

MOTIVACIONES PARA DECIDIR


Llegada la oportunidad para decidir, esta Sala observa:

En el caso de marras, el actor solicita a esta Sala Constitucional el ejercicio de la facultad de revisión concedida por el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y por el artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, con respecto a la sentencia dictada el 2 de diciembre de 2004, por la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia, mediante la cual la referida Sala declaró “1º SIN LUGAR el recurso de hecho; y, 2º INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad, interpuestos ambos recursos por la parte actora contra la sentencia de fecha 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta (…)” y “Dada la reiterada doctrina de es[a] Sala, se conside[ró] que en es[e] caso se configura[ba] uno de los supuestos contenidos en el último aparte del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, la interposición maliciosa del recurso. En consecuencia, se im[puso] al recurrente multa de sesenta unidades tributarias (60 U.T.)”.

Como puede evidenciarse, y así se desprende de los autos y del capítulo de “antecedentes” de la presente decisión, el fallo de la Sala de Casación Social cuya revisión se solicita, se pronunció en un mismo fallo sobre un recurso de hecho intentado contra la negativa de admitir el recurso de casación incoado por el actor contra la decisión del 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta, y sobre el recurso de control de legalidad interpuesto por el ciudadano Pedro Pablo Brito contra la misma decisión, todo ello en el curso de la demanda por cobro de prestaciones sociales ejercida por el referido ciudadano contra la empresa Complejo Vacacional Brisamar.

En tal sentido, debe indicarse que en el caso de marras, se someten a consideración de esta Sala, dos pronunciamientos, que aunque incluidos en una misma sentencia, provienen de recursos distintos, con diferentes características, naturaleza, objeto y tramitación.

Ello así, pasa esta Sala a pronunciarse en primer lugar con respecto al recurso de control de la legalidad incoado por el actor –hoy solicitante-, contra la decisión del 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta, que conociendo en apelación la demanda por cobro de diferencia de prestaciones sociales incoada por el actor, declaró con lugar la apelación y parcialmente con lugar la referida demanda, revocando el fallo emanado del Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la misma Circunscripción Judicial, el cual fue declarado inadmisible por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en la sentencia objeto de revisión.

En efecto, en el caso de marras, el solicitante pidió a esta Sala Constitucional el ejercicio de la facultad de revisión concedida por el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y por el artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, con respecto a la sentencia Nº 1.559 del 2 de diciembre de 2004, dictada por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, que declaró inadmisible el referido recurso, contra la decisión del 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta, que conociendo en apelación la demanda por cobro de diferencia de prestaciones sociales incoada por el actor, declaró con lugar la apelación y parcialmente con lugar la referida demanda, revocando el fallo emanado del Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la misma Circunscripción Judicial.

En razón de lo anterior, cabe indicar que la revisión de sentencias ha sido concebida como una vía extraordinaria tendiente a preservar la uniformidad de la interpretación de las normas y principios constitucionales y para corregir graves infracciones a sus principios o reglas, estando la Sala en la obligación de considerar todos y cada uno de los fallos que son remitidos para su revisión, pero no de concederla, por tratarse de una actividad discrecional, por lo que su negativa no puede, en caso alguno, constituir violación del derecho a la defensa y al debido proceso de las partes.

Al respecto, la sentencia Nº 93 del 6 de febrero de 2001 (caso: “Corpoturismo”), señaló que la facultad de revisión es “(…) una potestad estrictamente excepcional, extraordinaria y discrecional (…)”, por ello “(…) en lo que respecta a la admisibilidad de tales solicitudes de revisión extraordinaria esta Sala posee una potestad discrecional de admitir o no admitir el recurso cuando así lo considere”, así “(…) la Sala puede en cualquier caso desestimar la revisión  ‘(…) sin motivación alguna, cuando en su criterio, constate que la decisión que ha de revisarse, en nada contribuya a la uniformidad de la interpretación de normas y principios constitucionales’ (…)”.
 

En este sentido, la discrecionalidad que se le atribuye a la facultad de revisión constitucional, no debe entenderse como una nueva instancia y, por lo tanto, el recurso en cuestión se admitirá sólo a los fines de preservar la uniformidad de la interpretación de normas y principios constitucionales o cuando exista una deliberada violación de preceptos de ese rango, así como cuando se contraríen los criterios vinculantes de la Sala Constitucional del Máximo Tribunal, lo que será determinado por la Sala en cada caso, siendo siempre facultativo de ésta su procedencia. 

Ahora bien, la Sala en ejercicio del prudente arbitrio a que se hizo referencia anteriormente y luego de una atenta lectura de los argumentos esgrimidos por el accionante, observa que la Ley Orgánica Procesal del Trabajo en su artículo 178 establece de manera expresa que “...[E]n el supuesto que el Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social decida conocer del asunto, fijará la audiencia siguiendo el procedimiento establecido en el Capítulo anterior. La declaración de inadmisibilidad del recurso se hará constar en forma escrita por auto del Tribunal, sin necesidad de motivar su decisión”.

Así las cosas, en atención a la discrecionalidad que la Ley Orgánica Procesal del Trabajo le otorgó a la Sala de Casación Social para la inadmisión del recurso de control de la legalidad sin motivación alguna, la Sala ha señalado que no procede la revisión de los fallos que inadmitan dicha impugnación extraordinaria, por cuanto en esos casos, el fallo que adquiriría firmeza sería el que fue objeto del recurso de control de la legalidad, contra el cual, dentro de los supuestos que ha establecido esta Sala, sí procedería, a su vez, la potestad extraordinaria y discrecional de revisión (Vid. Sentencia Nº 1.530 de esta Sala del 10 de agosto de 2004, caso: “Formiconi, C.A.”). 

En tal virtud, visto que el actuar de la Sala de Casación Social, resultado de su potestad, no es susceptible de ser tutelado mediante la solicitud de revisión de sentencias, debe esta Sala desestimar la revisión contra la decisión de la referida Sala en cuanto al conocimiento del recurso de control de la legalidad de conformidad con el criterio antes expuesto. Así se decide.

Ahora bien, como se indicó en los párrafos anteriores, la decisión cuya revisión se solicita no sólo se limitó a pronunciarse con respecto al recurso de control de la legalidad, declarándolo inadmisible de manera discrecional, haciendo uso de la potestad que al respecto le brinda el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo a la Sala de Casación Social, sino que también se pronunció sobre el recurso de hecho interpuesto por el actor contra el mismo Juzgado Superior, por haber inadmitido un recurso de casación incoado contra la misma decisión que fue objeto de control de la legalidad, y en virtud de la cual la referida Sala procedió a imponer multa al recurrente, pues a su criterio se configuró uno de los supuestos contenidos en el último aparte del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, la interposición maliciosa del recurso de hecho.

En tal sentido, cabe indicar que la sentencia de la cual se anunció recurso de casación fue dictada el 21 de junio de 2004, posterior a la implementación de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo publicada en la Gaceta Oficial N° 37.942 del 13 de agosto de 2002, razón por la cual, es necesario examinar los requisitos de admisibilidad del recurso de casación de conformidad con lo establecido en la referida Ley Orgánica.

Así las cosas, esta Sala indica que la demanda primigenia, esto es la de diferencia por cobro de prestaciones sociales, fue estimada en la cantidad de dieciséis millones seiscientos diecisiete mil seiscientos cuarenta y cinco bolívares (Bs. 16.617.645,00), monto que no alcanza la cantidad de tres mil (3.000) unidades tributarias, es decir, setenta y cuatro millones cien mil bolívares (Bs. 74.100.000,00), para la fecha en la que fue dictada la sentencia definitiva de segunda instancia, que es el monto mínimo requerido para su admisibilidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por lo que el recurso de casación sí resultaba inadmisible, y por ende improcedente el de hecho, ya que aun no se encontraba en vigencia la actual doctrina sobre la cuantía en casación (Vid. Sentencia de la Sala N° 1.573 del 12 de julio de 2005, caso: “Carbonell Thielsen, C.A.”), razón por la que estuvo acertado lo expuesto por la Sala de Casación Social en tal sentido, motivo por el cual no se vulneran principios jurídicos fundamentales.

Ahora bien, en cuanto a la imposición de la multa, esta Sala considera necesario citar el contenido del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, que reza textualmente:

“En caso de negativa de la admisión del recurso de casación, el Tribunal Superior del Trabajo que lo rechazó, mantendrá el expediente durante cinco (5) días hábiles, a fin de que el interesado pueda recurrir de hecho por ante el Tribunal Supremo de Justicia en  Sala de Casación Social, proponiéndose el recurso de manera escrita en el mismo expediente, por ante el mismo Tribunal Superior del Trabajo que negó su admisión, quien lo remitirá, vencido los cinco (5) días, al Tribunal Supremo de Justicia en su Sala de Casación Social, para que ésta lo decida sin audiencia previa, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al recibo de las actuaciones.

Si el recurso de hecho fuere declarado con lugar, comenzará a correr, desde el día siguiente a dicha declaratoria, el lapso de formalización del recurso de casación; en caso contrario, el expediente se remitirá directamente al Juez que deba conocer de la ejecución, participándole de la remisión al Tribunal de donde provino el expediente.

En caso de interposición maliciosa del recurso de hecho, la Sala de Casación Social podrá imponer una multa de hasta ciento veinticinco unidades tributarias (125 U.T.). En este último caso, el auto será motivado. Si el recurrente no pagare la multa dentro del lapso de tres (3) días hábiles, sufrirá un arresto en jefatura civil de quince (15) días”.

Como puede evidenciarse de la disposición normativa en referencia, la Sala de Casación Social, posee la facultad de imponer multa, cuando según su prudente arbitrio, se evidencie que se ha hecho uso del recurso de hecho de manera maliciosa. En tal sentido, se ha establecido una potestad en cabeza de dicha Sala, la cual según su juicio podrá sancionar con multa de hasta ciento veinticinco unidades tributarias (125 U.T.), a aquellas personas que utilicen el referido mecanismo procesal con fines distintos a su naturaleza.

Así pues, dicha Sala tiene la posibilidad de imponer la multa en cuestión, pues el propio legislador le ha otorgado tal facultad, la cual se justifica y se hace patente en casos como el de marras, donde se interpuso recurso de hecho contra una sentencia evidentemente irrecurrible en casación, y donde además el actor procedió a interponer conjuntamente con el referido recurso de casación el recurso de control de la legalidad, el cual es bien sabido, sólo tiene lugar contra decisiones que no son susceptibles de casación.

En razón de las anteriores consideraciones, esta Sala estima que en el presente caso, no se violaron groseramente los derechos constitucionales del actor ni hubo vulneración de principios jurídicos fundamentales, ni de criterios vinculantes emanados de la Sala Constitucional, por lo que en consecuencia se debe desestimar la revisión solicitada de conformidad con lo antes expuesto y, declararla no ha lugar. Así se decide.

VI

            DECISIÓN

Por las razones anteriormente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara NO HA LUGAR la solicitud de revisión efectuada por el abogado Justo Morao Rosas, actuando en su carácter de apoderado judicial del ciudadano PEDRO PABLO BRITO, anteriormente identificados, de la sentencia dictada el 2 de diciembre de 2004, por la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia, mediante la cual la referida Sala declaró “1º SIN LUGAR el recurso de hecho; y, 2º INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad, interpuestos ambos recursos por la parte actora contra la sentencia de fecha 21 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Nueva Esparta (…)” y “Dada la reiterada doctrina de es[a] Sala, se conside[ró] que en es[e] caso se configura[ba] uno de los supuestos contenidos en el último aparte del artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, la interposición maliciosa del recurso. En consecuencia, se im[puso] al recurrente multa de sesenta unidades tributarias (60 U.T.)”.

Publíquese y regístrese. Archívese el expediente.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 20 días del mes de enero  de dos mil seis (2006). Años: 195º de la Independencia y 146º de la Federación.

          La Presidenta de la Sala,

 LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

Ponente

El Vicepresidente,
JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados,

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

LUIS VELÁZQUEZ ALVARAY

FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ

         MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN

CARMEN ZULETA DE MERCHÁN

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

Exp. N° 05-1103

LEML/f

